TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improsperidad cuando la interpretación judicial no fue  arbitraria, abusiva o caprichosa/ Autonomía judicial
“(…) la funcionaria accionada estudió la cuestión y de acuerdo con el poder discrecional que le concede la ley, adoptó una interpretación jurídica con relación al asunto controvertido, la que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a la mera voluntad del Juzgado accionado y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho, sin que se vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna caprichosa o arbitraria, ni contraria al ordenamiento constitucional. 

En efecto, de acuerdo con las pruebas recogidas, puede afirmarse que la señora Jueza Quinta Civil del Circuito de Pereira, se sometió a las normas de procedimiento que regulan el trámite del recurso de apelación interpuesto y concretamente aplicó el artículo 358 del Código de Procedimiento Civil (…)
Además, de acuerdo con la sentencia de la Corte Constitucional C-838 de 2013, se envió comunicación al apoderado judicial del recurrente sobre la decisión contenida en el auto que admitió el recurso (...)”
“Modificar la providencia porque el aquí demandante no está de acuerdo con ella, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de acuerdo con el artículo 228 de la Constitución Nacional.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-428 de 2007, T-307 de 2015 y SU-241 de 2015.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, abril siete (7) de dos mil dieciséis (2016)


Acta No. 155 de 7 de abril de 2016

Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00344-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela promovida por la señora Olga María Chica Mora, por medio de apoderado judicial, contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira y el Octavo Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculada la señora Ana María Echeverri Mesa.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató la parte actora los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 24 de noviembre de 2014 el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira dictó sentencia de primera instancia el proceso ejecutivo singular radicado 2010-00057, en la que se desestimaron las excepciones de mérito propuestas por la demandada Olga María Chica Mora.

1.2 Esa decisión fue impugnada por la demandante de manera oportuna; el recurso de apelación se concedió en el efecto suspensivo y sufragó el valor de las copias para que el superior conociera de la alzada. 
1.3 El asunto le correspondió por reparto al Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, que concedió el recurso de apelación, pero en el efecto devolutivo.
1.4 No tuvo conocimiento sobre el cambio de tal efecto, a pesar de que en el expediente reposa certificado nacional de franquicia en el que se observa que conforme a la sentencia C-838 de 2013 le fue enviada a la oficina de su apoderado comunicación sobre el requerimiento de pago de copias y autenticaciones, hecho que no es cierto, pues no obra firma del profesional del derecho o persona alguna que la haya recibido.
1.5 Es ilegal e inconstitucional la exigencia de autenticar las copias, consagrada en el Acuerdo PSAA14-10280 expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, pues debe presumirse su veracidad.
1.6 Mediante auto del 26 de marzo de 2015 se denegó el recurso de apelación porque dentro del término otorgado no se canceló el valor de las copias y de las autenticaciones.
1.7 Frente a la anterior decisión interpuso recurso de reposición y queja, lo cuales fueron denegados por el juez de segunda instancia.
2.- Considera lesionados los derechos a la igualdad y al debido proceso y para su protección, solicita se ordene al Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, conocer del recurso de apelación formulado.  

ACTUACIÓN PROCESAL

1.- La presente acción de tutela fue tramitada inicialmente por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y en virtud de la impugnación del fallo proferido por dicho despacho, la Sala Penal del Tribunal Superior de este Distrito Judicial, mediante providencia del 15 de marzo del año en curso, declaro la nulidad de lo actuado y ordenó su remisión a esta Sala.
2.- Mediante proveído del pasado 17 de marzo se admitió la acción de tutela contra los Juzgados Quinto Civil del Circuito y Octavo Civil Municipal de Pereira, se decretaron pruebas y se ordenó vincular a la señora Ana María Echeverri Mesa.
3. En el trámite de la acción de tutela, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

3.1 La señora Jueza Quinta Civil del Circuito de Pereira expuso que dentro de la actuación surtida en su despacho se respetaron las garantías fundamentales de las partes y se aplicaron los criterios jurisprudenciales y legales que gobiernan el caso puesto a su consideración, especialmente en lo atinente a la concesión del recurso de apelación y los efectos jurídicos que deben soportar los sujetos procesales cuando no se atienen a ellos. Allegó copia del escrito por medio del cual se interpusieron los recursos contra el auto que negó la apelación contra la sentencia proferida y del auto que lo resolvió.
3.2 El señor Juez Octavo Civil Municipal de Pereira expresó que sobre las actuaciones surtidas en virtud al recurso de alzada no puede realizar manifestaciones que pongan en tela de juicio su validez, pues se está ante un superior funcional y se violaría la independencia judicial. Afirma que la acción de tutela no es la vía para manifestar la inconformidad respecto de una actuación procesal, pues a pesar de que no existe recurso contra lo dispuesto por el ad-quem, la inconformidad radica en el hecho de que se está dando pleno cumplimiento a un acuerdo proferido por el Consejo Superior de la Judicatura y existen las vías legales para demandar su ilegalidad. Solicitó denegar las pretensiones de la parte accionante y desvincular a ese despacho judicial.

4.- La señora Ana María Echeverri Mesa guardó silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedibilidad de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, pues la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; la demandante interpuso los recursos que eran procedentes contra las decisiones en las que encuentra la vulneración de sus derechos; el amparo se solicitó de manera oportuna y no se trata de tutela contra tutela.
En relación con los requisitos específicos, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha enseñado que la acción de tutela no es vía alterna para modificar las interpretaciones judiciales que en el marco de su autonomía e independencia hacen los jueces, autorizados por el artículo 230 de la Constitución Nacional, a no ser que en su ejercicio se configure una vía de hecho. 

“…Frente a las interpretaciones que realizan las diferentes autoridades judiciales en sus providencias, la intervención del juez constitucional es muy limitada y excepcional pues se encamina a comprobar que la actuación es tan arbitraria que ha desbordado el principio de autonomía judicial en perjuicio de los derechos fundamentales de alguna de las partes de la litis. Esta proposición fue desarrollada en la sentencia T-1222 de 2005 en los siguientes términos:

“(...) En este sentido, no sobra indicar que, en todo caso, los jueces civiles son intérpretes autorizados de las normas que integran esta rama del derecho y el juez constitucional no puede oponerles su propia interpretación salvo que se trate de evitar una evidente arbitrariedad o una clara violación de los derechos fundamentales de las partes. En este caso el juez constitucional tiene la carga de demostrar fehacientemente la existencia de una vulneración del derecho constitucional de los derechos fundamentales como condición previa para poder ordenar la revocatoria de la decisión judicial impugnada.

En suma, ante una acción de tutela interpuesta contra una decisión judicial por presunta arbitrariedad en la interpretación del derecho legislado -vía de hecho sustancial por interpretación arbitraria- el juez constitucional debe limitarse exclusivamente a verificar que la interpretación y aplicación del derecho por parte del funcionario judicial no obedezca a su simple voluntad o capricho o que no viole los derechos fundamentales. En otras palabras, no puede el juez de tutela, en principio, definir cuál es la mejor interpretación, la más adecuada o razonable del derecho legislado, pues su función se limita simplemente a garantizar que no exista arbitrariedad y a proteger los derechos fundamentales y no a definir el sentido y alcance de las normas de rango legal.”

Adicionalmente, bajo los mismos parámetros, la sentencia T-1108 de 2003 clasificó el conjunto de situaciones en las cuales es posible engendrar la arbitrariedad de una interpretación y, por tanto, el asomo de un defecto material o sustantivo:

“Así las cosas, y teniendo presente la sentencia T-441 de 2003, la procedibilidad de la tutela contra sentencias judiciales, por razones interpretativas, se limita a una de cuatro situaciones:

a) Se interpreta un precepto legal o constitucional en contravía de los precedentes relevantes en la materia o se aparta, sin aportar suficiente justificación.

b) La interpretación en sí misma resulta absolutamente caprichosa o arbitraria.

c) La interpretación en sí misma resulta contraria al ordenamiento constitucional, es decir, la propia interpretación es inconstitucional.

d) La interpretación, aunque admisible, conduce, en su aplicación, a resultados contrarios a la Constitución, como, por ejemplo, conducir a la violación del debido proceso constitucional.”

Para concluir, en la sentencia bajo cita se insistió en que la interpretación de las disposiciones aplicables a un proceso corresponde de manera exclusiva al juez ordinario. Por ello, recalcó que sólo en las anteriores situaciones, siempre que la anomalía sea plenamente demostrada por el demandante, podrá intervenir el juez constitucional a través de la acción de tutela…”
. 

Están pues los jueces autorizados para interpretar las normas en las que edifican sus decisiones y por ende, el ejercicio de tal facultad no constituye una vía de hecho que justifique la intervención del juez constitucional cuando sus apreciaciones no coinciden con las de las partes, a menos de revelarse arbitrarias, abusivas o caprichosas, en los términos indicados en la jurisprudencia antes transcrita.
3.- Las pruebas incorporadas al proceso y aquellas que obran en el cuaderno del trámite que adelantó el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, acreditan los siguientes hechos:
a.- Por auto del 11 de diciembre de 2014, el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira concedió, en el efecto suspensivo, el recurso de apelación que interpusieron ambas partes, contra la sentencia de primera instancia, proferida en el proceso ejecutivo singular radicado bajo el No. 2010-00057
.
b.- El asunto le correspondió por reparto al Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira. La titular de ese despacho, por auto del 6 de marzo de 2015, resolvió admitir el recurso en el efecto devolutivo; ordenó expedir copias auténticas de todo el expediente, cuyo valor debía cancelar el recurrente dentro del término de cinco días, contados a partir de la notificación de ese auto por estado, so pena de declararse desierto el recurso conforme al artículo 358 del Código de Procedimiento Civil; dispuso también que en cumplimiento a la sentencia C-838 de 2013, se le comunicara esa decisión al impugnante, cumplido lo cual, se enviaría el expediente original al juzgado se primera sede.

Para decidir así, consideró que  al haberse declarado inadmisible el recurso de apelación frente a la parte demandante, la demandada quedó como apelante única, situación que no fue advertida por el juzgado de primera instancia que en su oportunidad debió corregir el efecto en que concedió ese medio de impugnación, pues con ese cambio no se cumplen los presupuestos para hacerlo en el efecto suspensivo, sino en el devolutivo, circunstancia que al parecer, el apoderado de la demandada sí percibió y por ello aportó un recibo por cincuenta copias para el trámite del mismo; sin embargo, el número de copias canceladas resulta insuficiente y además no cumple con la reglas trazadas en el Acuerdo PSAA14-10280 expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, en el sentido que debe aportarse el valor de la autenticación de las mismas
.

c.- Al apoderado de la recurrente se le informó sobre el contenido de esa providencia mediante comunicación que se le remitió por correo, tal como puede establecerse con la orden de servicio Nº 3317714 y la guía de trazabilidad Nº RN330125563CO, en la que se registra que fue entregada el día 12 de marzo de 2015
.

d.- Mediante auto del 26 de marzo de 2015 se declaró desierto el recurso de apelación porque no se aportaron, dentro del término establecido, las expensas necesarias para expedir las copias ordenadas
.
e.- Contra la anterior decisión el apoderado de la demandada interpuso recurso de reposición. Alegó que sobre la negativa en conceder el recurso, ha debido pronunciarse el juez de primera instancia de acuerdo con el artículo 356 del Código General del Proceso; que el telegrama que se le remitió nunca llegó a sus manos; ante aquel despacho canceló el valor de las copias para “llevar a cabo el recurso de alzada” y se declaró desierto con desconocimiento de preceptos legales y constitucionales como son el debido proceso, el derecho de defensa, dignidad humana e igualdad
.

e.- En proveído del 12 de noviembre de 2015 el referido juzgado resolvió no reponer su decisión y negó la expedición de copias para tramitar el recurso de queja.

Argumentó la señora Jueza Quinta Civil del Circuito que la disposición citada por el impugnante, no ha empezado a regir y hace referencia al recurso de revisión, por lo que resulta impertinente su aplicación; debe entenderse hace referencia el citado profesional al artículo 356 del Código de Procedimiento Civil, pero esa norma no es aplicable porque su contenido regula el trámite que debe realizar el a quo cuando concede la apelación. 

Indicó también que debe aplicarse el artículo 358 del estatuto citado y como se dijo en el proveído del 6 de marzo, al declararse inadmisible el recurso que formuló la demandante, se generó como consecuencia que el recurso debía concederse en el efecto devolutivo y por ello se ordenó la expedición de copias de todo el proceso, a cargo del recurrente; que contrario a lo afirmado, está probado en el proceso que la comunicación remitida le fue entregada el 12 de marzo de 2015; la decisión por medio de la cual se le ordenó sufragar el valor de las copias, se notificó por estado y en ella se le advirtió que las que había cancelado resultaban insuficientes
.

4.- De los argumentos consignados en la decisión en la que encuentra el demandante lesionados sus derechos, se infiere que la funcionaria accionada estudió la cuestión y de acuerdo con el poder discrecional que le concede la ley, adoptó una interpretación jurídica con relación al asunto controvertido, la que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a la mera voluntad del Juzgado accionado y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho, sin que se vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna caprichosa o arbitraria, ni contraria al ordenamiento constitucional. 
En efecto, de acuerdo con las pruebas recogidas, puede afirmarse que la  señora Jueza Quinta Civil del Circuito de Pereira, se sometió a las normas de procedimiento que regulan el trámite del recurso de apelación interpuesto y concretamente aplicó el artículo 358 del Código de Procedimiento Civil que en el penúltimo inciso dice: “Cuando la apelación que debía ser concedida en el efecto diferido o devolutivo, lo fuere en el suspensivo, el superior la admitirá en el que corresponda, y dispondrá  que se devuelva el expediente al inferior, previa expedición de las copias necesarias para el trámite del recurso, a costra del recurrente, quien deberá suministrar el valor de sus expensas en el término de cinco días, contados a partir de la notificación del auto que lo admite, so pena de que quede desierto”.

Además, de acuerdo con la sentencia de la Corte Constitucional C-838 de 2013, se envió comunicación al apoderado judicial del recurrente sobre la decisión contenida en el auto que admitió el recurso, y aunque el actor alega que no fue recibida, las constancias del correo acreditan lo contrario. 
Pretende entonces el demandante replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de la decisión que le resultó adversa, lo que no resulta posible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar la providencia porque el aquí demandante no está de acuerdo con ella, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de acuerdo con el artículo 228 de la Constitución Nacional. 

En consecuencia, como no se desconoció el principio de legalidad que justifique la intervención del juez constitucional, se declarará la improcedencia del amparo solicitado.
De acuerdo con lo expuesto, como en este caso no se ha configurado ninguna de las causales específicas que hagan procedente la tutela frente a decisiones judiciales se negará el amparo solicitado.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Negar la acción de tutela promovida por la señora Olga María Chica Mora contra los Juzgados Quinto Civil del Circuito y Octavo Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculada la señora Ana María Echeverri Mesa.

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO.- De no ser impugnada esta sentencia, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Corte Constitucional. Sentencia T-428 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.


� Folios 10 y 11 del cuaderno correspondiente al trámite de tutela llevado a cabo por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.


� Folios 17 y 18 del cuaderno correspondiente al trámite de tutela llevado a cabo por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.


� Folios 12, 15 y 16 ídem.


� Folio 14 ídem.


� Folios 10 a 12 de este cuaderno


� Folios 18 a 20 de este cuaderno
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